

SENTENCIA NÚMERO: CINCUENTA Y SEIS.
En la ciudad de Córdoba, a los veinticuatro días del mes de junio de dos mil nueve, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h), bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "BRITOS, MANUEL EDGARDO C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. Letra "B", N° 03, iniciado el tres de marzo de dos mil ocho), con motivo del recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 57).----------------------------------------------------------------------------------


Seguidamente se fijan las cuestiones a resolver:--------------------------------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?-----------------

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?---------------------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h).---------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------


1.- A fs. 57 el actor interpone recurso de apelación en contra del Auto Número Cinco del seis de febrero de dos mil ocho (fs. 53/56vta.), dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación, mediante el cual se resolvió: "1.- Rechazar el recurso de reposición interpuesto por la parte actora, y confirmar, en consecuencia, el decreto de fecha veintinueve de octubre de dos mil siete, dictado a fs. 40/40 vta. de autos.-... 3.- Sin costas...", confirmando de ese modo el primer decreto fundado suscripto por el Presidente del Tribunal a-quo el veintinueve de octubre de dos mil siete que declaró: "Que la presente causa no integra la competencia del Tribunal. ..." (cfr. fs. 40 y vta.).-

Concedido el recurso (Auto Número Veintisiete del veintiuno de febrero de dos mil ocho, fs. 59), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 61).-----------------

2.- A fs. 63 se corre traslado al apelante para que exprese los agravios, el cual es evacuado a fs. 64/70, solicitando se haga lugar al recurso interpuesto y, en consecuencia, se revoque el decisorio impugnado en lo que es materia de agravio.----------------------------------------------------------------------------------------

El recurso admite el siguiente compendio:---------------------------------------

Sostiene que omitiendo la aplicación de los principios del Derecho Administrativo (informalismo) y sin dar razones, el Tribunal ha posibilitado que el fondo de la cuestión quede irresuelta y le ha negado la posibilidad de cuestionar en Sede Judicial la validez de la determinación correcta de sus haberes.----------------------------------------------------------------------------------------

Agrega que un acto está firme o no, independientemente de lo que de su firmeza diga el administrado y que no comprende las razones expuestas por el fallo para fundar el rechazo.----------------------------------------------------------------

Destaca que el hecho de que el Decreto 1195 sea posterior al acto cuya revisión se pretende, en modo alguno es obstáculo para la procedencia de la misma pues ha reconocido una situación (su mayor jerarquía) que no estaba determinada al tiempo de la emisión del acto y que es obvio que al dictarse la Resolución 25.569 era de imposible aportación al expediente en tanto no existía.-

Alega que no es cierto que el decreto en cuestión decida sobre circunstancias preexistentes al acto cuya revisión se pretende, el mismo estableció una nueva realidad jurídica al reconocer la mayor jerarquía a su tarea y ello habilita derechamente la revisión de la Resolución 25.569. Cita doctrina de este cuerpo sentada en la causa "Faure" (Sent. Nro. 98/2001).------------------------

Denuncia un extremo rigor formal que no es acorde a un adecuado servicio de justicia, que se interpretan las normas en modo literal y se omite considerar su finalidad última conculcando el derecho de defensa y la garantía del debido proceso de su parte.-------------------------------------------------------------

Aduce que el pronunciamiento es nulo en tanto omite el tratamiento del alcance y medida del principio in dubio pro actione. Cita doctrina de este Tribunal y de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.------------------------------

3.- A fs. 71 se corre traslado al Señor Fiscal General de la Provincia, evacuándolo la Señora Fiscal Adjunto a fs. 72/75, quien se expide en sentido desfavorable a la procedencia del remedio intentado.----------------------------------


4.- A fs. 76 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 77 y 78vta.), deja la presente causa en condiciones de ser resuelta.----------------------------------------


5.- El recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, contra una sentencia definitiva dictada en primera instancia y por parte legitimada, razón por la cual corresponde su tratamiento (arts. 43 y ss. de la Ley 7182).-------------------
6.- El resolutorio de primera instancia contiene una adecuada relación de la causa, la cual debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración (art. 329 del C.P.C. y C.).------------------------------------
7.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos la Cámara a-quo rechazó el recurso de reposición interpuesto por el actor y confirmó en todas sus partes el decreto de fecha veintinueve de octubre de dos mil siete, que declaró que la presente causa no integraba la competencia del Tribunal (fs. 40 y vta.) por cuanto entendía que de los agravios planteados no surgían elementos objetivos que sustentaran la oposición al rechazo formal de la petición de diferencia de haberes por licencias percibidas según Resolución Número 25.569 que liquidaba los haberes de indemnización sustitutiva solicitada con el cargo de Subcomisario, porque la misma constituía "...un acto administrativo firme (1° inciso "a" y 6 de la Ley n° 7182)..." (fs. 40).-----------------------------------------------------------------

El A-quo insiste en este razonamiento, haciendo suyos los argumentos expuestos por el Señor Fiscal de Cámara en su Dictamen Número Cuatrocientos cinco del diecinueve de agosto de dos mil siete, desestimando la impugnación por entender que carece de fundamentación lógica, sosteniendo que la Resolución 25.569/01 es un acto firme y que la petición de considerar a la solicitud de fs. 2 como un "recurso de revisión" no supera el examen objetivo de admisión, toda vez que el Decreto Número 1191/95 invocado como causal, no es más que "...un acto administrativo sobreviniente que decide sobre circunstancias preexistentes al tiempo del acto cuya revisión se pretende...".------------------------


Contra tales razones alza su embate el recurrente en los términos reseñados denunciando que el pronunciamiento ha extremado las exigencias formales, negándole la posibilidad de cuestionar la validez de la determinación de sus haberes y omitiendo la aplicación de los principios del Derecho Administrativo, en particular los del informalismo e in dubio pro actione                 (fs. 64).----------------------------------------------------------------------------------------

8.- Un repaso detenido de las actuaciones y la confrontación entre los argumentos expuestos por la Juzgadora y los reproches opuestos al fallo por el recurrente, conduce a adelantar desde ya una solución favorable a la censura desarrollada. Se dan razones.---------------------------------------------------------------

Como es sabido, la jurisprudencia constante de los Tribunales del Fuero, reiterada en muchas ocasiones por este Tribunal Superior de Justicia (Sentencias Nro. 22/1997 "Álvarez, Antonio..."; Nro. 1/1998 y Nro. 59/1998, entre otras), ha entendido que la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de acto denegatorio expreso o presunto (A.A.I.I. Nro. 12/1982 "Sodicor...", Nro. 166/1982 "Suc. R. Tato...", entre otros), o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (A.A.I.I. Nro. 212/1982 "Bustos de Sabena...",                  Nro. 210/1984 "Empr. Grau y Cerrito...", Nro. 145/1985 "Banco Hipotec. Nacional...", Nro. 350/1986 "Coop. Agropec. ...", entre otros) y que la demanda haya sido incoada en tiempo propio, en definitiva, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado", esto es que pueda ser recurrida por la vía contencioso administrativa; si desaparece la "posibilidad" de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme" (FIORINI, B.A., "Qué es el Contencioso?", Capital 1965, págs. 216/217).---------
Si bien por regla general el acto firme es inimpugnable, también se ha dicho que la cosa juzgada administrativa, de inapreciable valor para la seguridad jurídica, puede en ciertas hipótesis resultar inicua y es para estos casos que el ordenamiento ha previsto el recurso de revisión, un remedio de carácter excepcional, que en determinadas circunstancias permite impugnar actos que han devenido firmes.------------------------------------------------------------------------------

Se trata de situaciones especiales, taxativamente enumeradas en la norma, que son de interpretación restrictiva, en las cuales al interponer el recurso, se acrediten, al menos prima facie, las causales que lo justifican (cfr. HUTCHINSON, Tomás, "Régimen de Procedimientos Administrativos. Ley 19.549", Ed. Astrea, 1992, pág. 150 y Sentencias de esta Sala Nro. 208/2000 "Alanis" y Nro. 98/2001 "Faure").---------------------------------------------------------

9.- En tal orden de conceptos y a la luz de la base fáctica de autos, asiste razón al apelante en cuanto atribuye al pronunciamiento haber incurrido en exceso de rigor formal en su interpretación de la cuestión debatida (fs. 67vta.).---

El recurso de revisión, contemplado en el artículo 89 inciso "b" de la Ley 5350 -t.o. 6658- es sin duda la vía que debió adecuarse al sublite, habida cuenta que es el remedio extraordinario que en hipótesis de excepción como la que se verifica en el caso, autoriza a reexaminar el acto administrativo firme en base a la aparición de un documento de valor decisivo -Decreto Nro. 1191/05, de imposible aportación al expediente con anterioridad a su dictado-.-------------------
Ello se advierte con facilidad a poco de ponderar lo acontecido, a saber:---

a) Por Resolución Número 25.569 de fecha 23 de abril de 2001, se ordenó el pago de las sumas correspondientes a licencias no gozadas por el agente, calculadas sobre el cargo de Subcomisario (cfr. fol. 6 del Expte. Adm. Nro.           0002-027485/2007).-------------------------------------------------------------------------

b) Por Decreto 1191 del 10 de octubre de 2005 se le reconoció al actor el desempeño de mayores funciones relativas al cargo de Comisario lo cual le es notificado con fecha 24 de octubre de 2005.---------------------------------------------

c) Luego de conocer esta resolución, el 01 de noviembre de 2005 y sin patrocinio letrado, el Señor Britos efectúa una presentación ante el Jefe del Departamento Finanzas de la Policía de la Provincia, peticionando el reconocimiento y pago de las diferencias a su favor correspondientes a las sumas que fueran liquidadas y abonadas según lo resuelto mediante Resolución 25.569/01, destacando que deben recalcularse las mismas respecto del grado de Comisario, cargo que fuera reconocido recién mediante Decreto 1191/05.----------

d) Por Resolución 37.025/06 se deniega la solicitud por considerarla formalmente improcedente, destacando que la Resolución 25.569 se encuentra firme.------------------------------------------------------------------------------------------

e) Contra dicha resolución y en esta oportunidad con patrocinio letrado, el actor interpone recurso de reconsideración y jerárquico en subsidio, aduciendo que su solicitud de fecha 01 de noviembre de 2005 debió haber sido considerada por la Administración como recurso de revisión.----------------------------------------

f) Dichas impugnaciones son rechazadas por Resolución 37.759/07 considerando la demandada que no se trata de un supuesto contemplado en el artículo 89 de la Ley 6658 y por la Resolución 303 entendiendo que las sumas sustitutivas de las licencias fueron percibidas sin que el actor formulara reserva alguna.-----------------------------------------------------------------------------------------

10.- Más allá de las concretas deficiencias de forma en que el actor pueda haber incurrido, no obstante cómo se haya nominado el recurso o ante qué autoridad haya sido interpuesto, lo cual, como bien señala el recurrente, ha sido dispensado en el caso por el A-quo (fs. 55vta. y 65), no puede desconocerse que la solicitud presentada por el Señor Britos (fs. 2) debió ser reencausada por la demandada y tomada como "recurso de revisión" pues, contrariamente a lo expuesto en el fallo, se trata de un supuesto claro en el cual la firmeza del acto atacado (Resolución Nro. 25.569/01) necesariamente debe ceder ante la evidencia que surge del nuevo medio de prueba invocado como causal de lo solicitado (Decreto Nro. 1191/95).--------------------------------------------------------


El pedido del actor de que le sean abonadas las diferencias de haberes que le corresponden, tras conocer el cambio en su situación de revista que significó el reconocimiento por parte de la Resolución 1191/05 de su desempeño de mayores funciones como Comisario, trascendió en autos el alcance de un "mero reajuste o rectificación aislada", desde que verdaderamente se orientó a la revisión del acto administrativo que había reconocido y liquidado las sumas por él percibidas (Resolución 25.569/01), aunque mediando en su cálculo un error que hasta el momento no había existido la posibilidad de subsanar, cual era haber sido abonadas según el cargo de Sub Comisario.---------------------------------------------

11.- Como es sabido, el motivo de revisión previsto en el artículo 89 inciso "b" de la Ley 5350 -t.o. 6658- opera "...cuando aparezcan documentos de valor decisivo para la resolución del asunto, ignorados al dictarse el acto, o en tal momento de imposible aportación al expediente".-------------------------------

Se trata entonces de documentos de carácter decisivo, es decir, aquéllos que por su importancia pudieren hacer variar fundamentalmente la resolución definitiva. No concurriendo tal entidad, su recibo no es procedente                        (cfr. HUTCHINSON, op. cit., pág. 151 y Sentencias Nro. 208/2000 "Alanis" y Nro. 98/2001"Faure").-----------------------------------------------------------------------

Las consideraciones vertidas hasta aquí autorizan a razonar que el Decreto 1191/05 invocado como causa del recurso, claramente ostenta la trascendencia requerida por la norma, pues se trata de un documento que produce un cambio esencial respecto del acto firme y que, al tiempo de su dictado era de imposible aportación al expediente por cuanto no existía materialmente.------------------------

Tampoco ha mediado en el caso con relación a este documento decisivo, supuesto alguno de error, negligencia u omisión imputable al actor en su aportación a la causa, lo que de haberse acreditado pudiera haber sido motivo para descartar la viabilidad de la causal de revisión.------------------------------------

En este orden de ideas no aparece como acertada la posición del A-quo sobre este extremo, ya que desestima la posibilidad de que el acto firme sea revisado, considerando que el Decreto 1191/05 no es un documento de imposible aportación al expediente, sino que se trata en cambio de "...un acto administrativo sobreviniente que decide sobre circunstancias preexistentes al acto cuya revisión se pretende..." (fs. 56).-----------------------------------------------


El documento es sin duda un acto "sobreviniente", pues es temporalmente posterior a la Resolución 25.569/01, en consecuencia, tiene efecto sobre una situación "preexistente" pero este aspecto en sí mismo no obsta a su carácter de decisivo, ni alcanza en modo alguno para desestimarlo como motivo de revisión, por cuanto, como bien lo acentúa el recurrente (fs. 66 y vta.), el Decreto 1191/05 marcó una nueva realidad jurídica, estableció la mayor jerarquía de la tarea cumplida por el actor (fs. 66 y vta.), situación que no estaba reconocida al momento del dictado de la Resolución 25.569 y que produjo el cambio de un elemento esencial de la misma, nada menos que la base que fue tomada para el cálculo de las sumas liquidadas y abonadas al actor.-----------------------------------
12.- Si bien como se ha sostenido, el recurso extraordinario de revisión debe ser considerado dentro de un concepto limitativo, con un desenvolvimiento especialmente restrictivo propio de la finalidad a la que responde, ya que en todos los casos se dirige contra la estabilidad de los procedimientos y la autoridad de la cosa juzgada, lo cierto es que han de ponderarse los valores jurídicos en juego proyectando un balance minucioso y certero entre los mismos, que asegure una solución justa (cfr. HUTCHINSON, Tomás, ob. cit., pág. 153).--

No es sólo, entonces, el interés general sino también la protección y tutela de los derechos e intereses legítimos de los administrados los que se inscriben en la finalidad perseguida por el procedimiento administrativo.--------------------------

13.- La exégesis propuesta armoniza con los principios de informalismo e in dubio pro actione receptados en jurisprudencia consolidada de esta Sala y que han sido invocados por el recurrente (fs. 64).--------------------------------------------

El artículo 176 de la Constitución Provincial establece el principio del informalismo o formalismo moderado y el artículo 9 de la Ley 6658 es concordante con dicho precepto constitucional, cuando sostiene que "Se excusará la inobservancia por los administrados de exigencias formales no esenciales, que puedan ser cumplidas posteriormente".--------------------------------------------------

Este principio implica, como se ha destacado en reiteradas ocasiones, que el cauce formal o formalidades inherentes al procedimiento respectivo, pueden atenuarse en beneficio de los administrados. Su fundamento, no es otro que el de considerar al administrado como un verdadero colaborador de la juridicidad y eficiencia administrativa (ver de mi autoría, "El Procedimiento Administrativo en Córdoba", en Procedimiento Administrativo, Jornadas organizadas por la Universidad Austral, Facultad de Derecho, Edit. Ciencias de la Administración, Buenos Aires 1998, pág. 477).-------------------------------------------------------------

Ahora bien, desde la dogmática jurídica y también a través de precedentes de esta Sala, he tenido ocasión de puntualizar que el principio del informalismo o formalismo moderado (art. 176, Const. Pcial., reglado por los arts. 9 y 79 de la Ley 6658) no es aplicable -como regla- al procedimiento recursivo cuya esencia es eminentemente formalista, salvo norma expresa o razonablemente implícita que lo autorice (op. cit., pág. 477; Sentencias Nro. 107/1998 "Garelli..." y Nro. 52/2004 "Serman", entre otras).------------------------------------------------------------


Sin embargo, como ya lo advertí en ocasión de pronunciarme in re: "Toranzo, Eduardo Antonio c/ Estado Provincial" (Sent. Nro. 55/2001) en el marco de lo dispuesto por los artículos 65 y 79 de la Ley 6658, la jurisprudencia administrativa y judicial han consagrado -al igual que a nivel nacional- la morigeración del formalismo en la instancia recursiva en una serie de supuestos de excepción, interpretados en sentido estricto.-----------------------------


En ese orden, respecto del órgano a quien le compete resolver el recurso, se ha interpretado que a menos que sea un error grosero, debe aplicarse el principio de informalismo en favor del administrado (vid de mi autoría, op. cit., pág. 478).--------------------------------------------------------------------------------------

Tan es así, por cuanto los recursos deben interpretarse según la intención expresa o razonablemnte implícita del recurrente (vid de mi autoría, op. cit., pág. 478), como modo de no frustrar los remedios procesales que la ley le acuerda a los administrados (conf. CNFed. CA., Sala II, "Pinturerías del Centro S.A. s/ apelación" del 06/04/1993; "Ramírez de Machado, Nely Amalia v. A.N.A." del 17/09/1998 y dictámenes de la P.T.N. 39:113, 119; 73:86; 68:210 y 223, citados por Gordillo, Agustín y otros, "Procedimiento Administrativo",                                Lexis Nexis-Depalma, Buenos Aires 2003, pág. 23, citado in re: "Serman..." Sent. Nro. 52/2004 de esta Sala, referida supra).----------------------------------------

14.- Con apoyo en las premisas enunciadas, cabe concluir que las circunstancias particulares tanto de hecho como jurídicas que singularizan la causa, autorizan a arbitrar una solución para la contienda aquí planteada que atienda -por vía de excepción- a la morigeración del principio general que rige en la materia recursiva (art. 81 de la Ley 6658) en favor del administrado.-------------

De la simple lectura del escrito del actor que luego se pide sea entendido como revisión, se advierte la explícita voluntad del administrado de promover el control de autotutela excepcional por esa vía contra un acto administrativo firme, aún sin invocar las condiciones formales exigidas para el ejercicio de esa impugnación administrativa de carácter extraordinario (cfr. fs. 2).-------------------

Es verdad que el Señor Britos cometió el "error" de no titular su presentación como recurso y que aún pidiendo que se "...gestione ante quien corresponda..." lo dirigió al Señor Jefe de Departamento de Finanzas de la Policía de la Provincia, que no es la autoridad competente para conocer y resolver de su articulación en los términos del artículo 89 de la Ley 6658.----------

Pero lo cierto es que en el sublite, ha sido la propia entidad demandada la que ante la clara evidencia de un documento decisivo de imposible aportación temporal al dictarse el acto firme, podría haber puesto en acto los otros principios generales que rigen e interactúan funcionalmente dentro del procedimiento administrativo, en concurrencia con las restantes formalidades y formas esenciales instrumentales, como es el de impulsión e instrucción de oficio, que constituye en sí mismo una forma de la actuación administrativa que se aplica a todo tipo de entidades en ejercicio de la función administrativa (cfr. Gordillo, Agustín, Director, Procedimiento Administrativo, 1ª Edición, Lexis Nexis-Depalma, Buenos Aires 2003, pág. 21).------------------------------------------

Más es ello así a la luz del principio de la instrumentalidad que exige interpretar el procedimiento administrativo, no como un fin en sí mismo, sino como un instrumento o cauce para alcanzar un fin. Lo que importa en el tratamiento del procedimiento, por tanto, es la finalidad perseguida, es decir, el bien general y la protección de las situaciones jurídico-subjetivas de los administrados (confr. Brewer-Carías, Allan R., Principios del Procedimiento Administrativo en América Latina, 1ª Edición, Legis Editores S.A., Colombia 2003, pág. 44).--------------------------------------------------------------------------------

Como ha sostenido esta Sala si bien la "forma" se erige en garantía contra la arbitrariedad, sin embargo, no puede obviarse que el valor de la "forma" en el procedimiento administrativo, es de carácter "instrumental", es decir, justificado por la finalidad de tutela de la juridicidad (Sent. Nro. 223 del 28/12/2000 in re: "Tafani, Lidia...").----------------------------------------------------------------------------

Así lo ha declarado el Tribunal Supremo Español al sostener que "...el Derecho no es un fin en sí mismo, ni los trámites por esenciales que sean pueden convertirse en ritos sacramentales, disociados por tanto en su realización como en su omisión, de los efectos que produzca..." (Sentencia Sala 4ta. del 08/05/1986).----------------------------------------------------------------------------------
En este marco de pensamiento, en circunstancias como la de autos, la Administración está obligada a encauzar el procedimiento a favor del administrado, pues el principio favor administrationis implica que sea aquélla quien debe interpretar el procedimiento de manera favorable a la producción de una decisión sobre ese recurso.------------------------------------------------------------

15.- Dado que la acción de los particulares contribuye al control administrativo, no existe causa valedera que justifique eliminar esa intervención por meras deficiencias formales cuando pueden ser salvadas, ya que esa actitud podría significar reducir las posibilidades del control sobre la actividad administrativa (confr. C.S.J.N., 11/09/2001 "Soto, Juan Gilberto v. Anses s/ Jubilación por invalidez"; Casagne, Juan Carlos, "Procedimiento y Proceso Administrativo", Abeledo Perrot, 1ra. Edición, Bs. As. 2005, pág. 69).-------------

Ello conduce a que en este caso los errores formales del actor no puedan ser objeto de calificación como groseros en cuanto al órgano al cual le competía sustanciar y resolver el recurso de revisión, teniendo en cuenta las directrices jurisprudenciales y doctrinarias referidas precedentemente y la propia finalidad e instrumentalidad en las que se inscriben las formas del procedimiento administrativo, lo que permite su encuadramiento como un error no esencial subsanable oficiosamente por la propia Administración, quien no puede ampararse en el principio del informalismo o formalismo atenuado que sólo rige a favor de los administrados y no respecto de quien tiene el poder-deber de instruir oficiosamente el procedimiento de acuerdo a la totalidad de las formas esenciales de la actividad administrativa debida (cfr. Tribunal Superior de Justicia, Sala Contencioso Administrativa, Sent. Nro. 64/2006 "Chalub").----------

16.- El caso encuadra claramente en la excepción a la regla que permite dar curso a los recursos, aunque fuesen erróneamente designados, cuando de su contenido resulte indudable la impugnación del acto (art. 79, Ley 6658). Ello así, por virtud del mentado principio del informalismo a favor del administrado que rige en el procedimiento administrativo y la teoría de la calificación jurídica según la cual los actos tienen la denominación que corresponde a su naturaleza y no la que le atribuyen las partes (conf. doctrina de los dictámenes de la Procuración del Tesoro de la Nación 118:102; 187:104; 211:470 y 242:494).------

17.- En definitiva, la censura expuesta debe ser admitida a riesgo de vulnerar la exigencia del adecuado servicio de la justicia que es presupuesto de la garantía contenida en el artículo 18 de la Constitución Nacional, frente a la cual cabe descalificar a la decisión jurisdiccional que acuerde preeminencia al aspecto formal de la cuestión en debate, cuando la verdad jurídica objetivamente comprobada en la causa habilita la subsunción del caso a un supuesto de excepción, que torna operativo el principio del informalismo a favor del administrado frente a una impugnación administrativa que contiene un error subsanable oficiosamente por la propia Administración.-------------------------------


Frustrar la posibilidad de acceder al control judicial, por una pura razón de forma, superable por una interpretación funcional de la norma aplicable al caso, significa anteponer la letra al espíritu, lo ritual y formal a lo material, representado en el derecho a una decisión de la Administración frente a la interposición de un recurso -revisión- en contra de una resolución firme adversa al administrado (cfr. Tribunal Superior de Justicia, Sala Contencioso Administrativa, Sent. Nro. 64/2006 "Chalub").------------------------------------------


18.- Finalmente, es conducente añadir que el derecho a la tutela judicial efectiva comprende el de obtener una resolución fundada en derecho, la que será de fondo, sea o no favorable a las pretensiones formuladas, siempre que concurran los requisitos procesales para ello (doctrina en Sentencias Nro. 18/1996 "Theaux de D'Intino, Clara..."; Nro. 25/1996 "Otero Astrada, Angélica..."; Nro. 49/1996 "Cestac de Vallejos, Teresa..."; Nro. 72/1997 "Aliaga, Agustín María y Otros..."; Nro. 87/1998 "Gallardo, Rafael Nicolás..."; Nro. 205/2000 "Clamer, Pedro Jorge..."; Nro. 40/2001 "Luna, Myriam del Valle..."; Nro. 99/2002 "Telefónica Comunicaciones Personales S.A. ...", entre muchas).---------------------------------------------------------------------


En idéntico sentido se pronuncian la doctrina y jurisprudencia de los países que incorporan expresamente en sus textos constitucionales la precitada tutela judicial, receptada en la nueva Constitución de Córdoba en el Preámbulo y en su artículo 19 inciso 9, en los artículos 18 de la Constitución Nacional, 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 y 2.3.a. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (entre otros, González Pérez, Jesús, "El derecho a la tutela jurisdiccional", Madrid, Ed. Civitas 1984, págs. 19 y ss.; Figueruelo Burrieza, Ángela, "El Derecho a la tutela judicial efectiva", Edit. Tecnos, Madrid 1990, págs. 49 y ss. y Chamorro Bernal, Francisco, "La tutela judicial efectiva", Edit. Bosch, Barcelona 1994, pág. 298).----------------------------

El derecho a la tutela judicial efectiva, dentro del cual se inserta el de defensa, constituyen valores superiores que proscriben una interpretación jurídica de las normas adjetivas que conduzca a la exigencia a ultranza de condicionamientos que denieguen el acceso a la jurisdicción y, con él, a la verdad jurídico-objetiva, por motivos de excesivo ritualismo formal, que pueden ser superados sin quebranto para la estructura y configuración legal del procedimiento administrativo y del proceso contencioso administrativo reglado en la Ley 7182, como así también de la seguridad y la certeza jurídica en las relaciones procesales nacidas al amparo de ese cuerpo legal (doctrina de esta Sala en Sentencia Nro. 85/2000 "Telefónica...").----------------------------------------------


19.- Como corolario de lo hasta aquí desarrollado, considero que debe acogerse el recurso de apelación interpuesto y revocarse el decisorio dictado por el A-quo, mediante el cual se desestimó el recurso de reposición incoado por el actor, como así también el decreto obrante a fs. 40/40vta. que aquél confirmó y, consecuentemente, declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.-----------------------------------------------------------------

20.- Tratándose de un recurso interpuesto en etapa de habilitación de instancia, no corresponde imponer costas, dado la inexistencia de parte vencida.--

Ello sin perjuicio del derecho a honorarios que pudiera corresponder a los profesionales intervinientes, los que serán a cargo de su comitente.------------------

Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------

Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.-----------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR  ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:----------------------

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.----------------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------

Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 57) en contra del Auto Número Cinco, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el seis de febrero de dos mil ocho (fs. 53/56vta.).---------------------------------------------------------------------


II) No imponer costas atento el estadio procesal (art. 11 de la Ley 7182).--


III) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Jorge Horacio Gentile, Gustavo A. De Guernica y Romina Patricia Verri -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..----------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI , DIJO:-------------------------

Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.----------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:-----------------------


Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.-----------------------------------------------------------------------------------


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------

RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------

I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 57) en contra del Auto Número Cinco, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el seis de febrero de dos mil ocho               (fs. 53/56vta.).--------------------------------------------------------------------------------


II) No imponer costas atento el estadio procesal (art. 11 de la Ley 7182).--


III) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Jorge Horacio Gentile, Gustavo A. De Guernica y Romina Patricia Verri -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..----------


Protocolizar, dar copia y bajar.-

VOCALES: DRES. SESIN – TARDITTI – ANDRUET (H).
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